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RESUMEN

      La puesta en marcha de la III fase de la Unión Económica y Monetaria con la entrada en vigor de la moneda única ha traído consigo un conjunto importante de ventajas para el mercado interior: eliminación de barreras a la libertad de movimiento de capitales, transparencia de los mercados financieros, crecimiento económico del conjunto de Estados Miembros, etc.
     La estabilidad del Euro como garante del mantenimiento de tales objetivos ha requerido la adopción de una serie de medidas estrictas de coordinación y disciplina fiscal. El Pacto de Estabilidad y Crecimiento, aprobado en Ámsterdam en junio de 1997, compromete a los Estados firmantes a una reducción de su porcentaje de déficit público hasta alcanzar una situación de equilibrio e incluso superávit presupuestario (conforme las Orientaciones Generales de Política Económica de Santa María da Feira), regulándose un sistema sancionador ante posibles incumplimientos del criterio del 3% PIB.

     El presente trabajo pretende analizar la regulación legal de dicho Pacto así como el proceso de transposición del principio de estabilidad presupuestaria a la normativa interna de los diversos Estados miembros, con particular atención a la Leyes General de Estabilidad Presupuestaria y Orgánica Complementaria, aprobadas por el Gobierno de España en diciembre de 2001.
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I. El Pacto de Estabilidad y Crecimiento.
    El Tratado de la Unión Europea, firmado el 7 de febrero de 1992 por los doce países miembros, establecía las condiciones que debían cumplir aquellos Estados que pretendiesen acceder a la Unión Económica y Monetaria (UEM).

     En el cuadro nº 1 se indican las fases y criterios de convergencia nominal, con particular importancia para los referidos al déficit público, inferior al 3% PIB y la deuda pública, inferior al 60% PIB, aunque finalmente esta condición fue relajada en la supervisión multilateral efectuada en 1999 para el definitivo ingreso en la UEM.
Cuadro 1

Fases y criterios económicos de los Acuerdos de Maastricht
	A) FASES



	1988
	Encargo a un grupo de expertos: elaboración de un modelo de tres fases.

	1989
	Presentación y aceptación del modelo de tres fases.

	PRIMERA FASE

1 de julio de 1990
	* 1991. Tratado de Maastricht: Implementación de la UEM hasta 1999.

* 1993.  Despegue del mercado único.

	SEGUNDA FASE

1 de enero de 1994
	* 1995. Se aprueba la denominación de EURO para la futura moneda única (Consejo Europeo de Madrid).

* 1998.  Determinación de los países participantes en el Euro.



	TERCERA FASE

1 de enero de 1999
	Nacimiento del Euro

	1 de enero de 2002
	Introducción de monedas y billetes en Euros.

	B) CRITERIOS DE CONVERGENCIA



	Inflación
	No podrá exceder 1,5 puntos de la media de los tres países con menor inflación el año anterior al examen del ECOFIN

	Tipo de Cambio
	Permanencia de dos años en la banda Estrecha del Sistema Monetario Europeo (SME), +/- 2,5%. No obstante, con posterioridad, se han establecido dos nuevas bandas: Media: +/- 6% y Ancha: +/- 15%.

	Déficit Público
	No debe superar el 3% del PIB en cada país, con tendencia a largo plazo a conseguir el déficit cero o superávit.

	Deuda Pública
	No debe superar el 60% PIB en cada país

	Tipo de Interés Nominal a largo plazo
	No excederá en más de 2 puntos la media de los tres países con menor inflación


Fuente: Elaboración propia.

     Los cinco criterios  de estabilidad macroeconómica marcan de forma efectiva el comienzo de la UEM, aunque ya en julio de 1990 se aprobó exigir a los Estados miembros al cumplimiento de una serie de objetivos de política económica, a saber:

1. Renunciar progresivamente a utilizar la vía de la financiación monetaria del déficit público.

2. Liberalizar la totalidad de los movimientos de capital en el territorio de la Unión.

3. Presentar periódicamente programas de convergencia económica.

4. Dotar de “autonomía” a los Bancos Centrales para ejecutar y planificar las políticas monetarias de cada Estado miembro.
      El proceso de coordinación y disciplina fiscal tuvo su continuación con los compromisos alcanzados tras la firma del Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC). La propuesta surge en diciembre de 1995 durante la celebración de un Consejo Europeo en Madrid los días 15 y 16 del mencionado mes. Como es conocido, uno o dos días antes de la celebración de un “Consejo Europeo”, suele tener lugar una reunión del ECOFIN (Ministros de Economía y Finanzas de las países de la U.E.) con el fin de preparar el funcionamiento de las sesiones. La propuesta procede de Theo Waigel, Ministro Alemán de Finanzas, haciéndose eco de algunas voces que desconfiaban de que los países del Sur de Europa (España, Grecia, Italia y Portugal) fueran capaces de cumplir los criterios de convergencia nominal establecidos por el Tratado de la Unión Europea (Maastricht)
. El Pacto finalmente se firma en el Consejo Europeo de Ámsterdam de junio de 1997.

     El objetivo del mismo es garantizar la disciplina presupuestaria de los Estados miembros que accedan a la Tercera Fase de UEM, aceptando el compromiso de reducir el déficit público por debajo del 3% del PIB. No obstante, la vinculación de los países es doble; a corto plazo mantener el déficit por debajo del límite del 3% del PIB, mientras que a medio y largo deben perseguir el equilibrio o el superávit presupuestario.

     El PEC contiene, en esencia, un conjunto de normas de política fiscal que deben cumplir los Estados miembros y un procedimiento para supervisar el cumplimiento de los criterios establecidos por el Tratado de Maastricht, plasmados legalmente en las siguientes disposiciones:

Cuadro nº 2

	                            NORMATIVA LEGAL

- Resolución del Consejo sobre el Pacto de Estabilidad y Crecimiento. (97/C 236/01) que recoge el compromiso político de los Estados, la Comisión y el consejo de cumplir lo dispuesto en los Reglamentos que componen el PEC.

- Reglamento sobre el reforzamiento de la supervisión de las situaciones presupuestarias y la supervisión y coordinación de las políticas económicas (CE nº 1466/97),  que sirve para prevenir que el déficit  no sea superior al 3% del PIB.

- Reglamento sobre agilización y  clarificación del procedimiento relativo a los déficits excesivos (CE nº1467/97), que detalla cuando se considera que existe un déficit excesivo y las sanciones que se pueden imponer a un país.
	                         RÉGIMEN SANCIONADOR

1ª 
  Carácter fijo: 0,2% del PIB del país sancionado.

2ª   0,1% adicional para el Estado miembro que supere el límite del 3% del PIB. Esta sanción será por cada punto porcentual que supere el límite del déficit público.

    Se contemplan tres situaciones en las que aún siendo el déficit superior al 3% del PIB, éste se considera excepcional y, por tanto, exento de sanciones:

· Cuando  el desequilibrio presupuestario se deba a una circunstancia excepcional, sobre la que el estado miembro no tenga control alguno y que incida de manera significativa en su situación financiera.

· Cuando se produzca una grave  recesión económica con una caída anual del PIB real del 2% o más.

· Cuando se produzca una caída anual del PIB real de entre el 0,75% y el 2% y el Estado presente evidencias acerca del carácter excepcional de la misma.


II. Comportamiento y evolución de la estabilidad presupuestaria en la Unión Europea.
     Revisados los aspectos más significativos del Pacto Europeo de Estabilidad y Crecimiento, parece oportuno llevar a cabo un breve análisis de los indicadores macroeconómicos cuyo estricto cumplimiento permitirá alcanzar los objetivos de consolidación y disciplina presupuestarias entre los Estados miembros que han accedido a la tercera fase de la Unión Económica y Monetaria.

Cuadro 3
Deuda pública % PIB

	Países
	2001
	2002
	2003(1)
	2004(2)
	2005(2)

	Alemania
	57.8
	60.8
	63.8
	  65.0
	65.8

	Austria
	62.8
	66.7
	66.4
	  65.2
	63.2

	Bélgica
	  105.3
	106.1
	103.5
	101.0
	97.8

	Dinamarca
	44.6
	     45.5
	  42.9
	  41.0
	37.9

	España
	58.1
	55.6
	     51.3
	     48.8
	46.3

	Finlandia
	39.6
	36.4
	44.6
	44.5
	44.3

	Francia
	56.9
	59.0
	62.6
	64.3
	65.6

	Grecia
	99.8
	96.4
	  100.6
	    97.1
	    95.0

	Holanda
	52.7
	52.4
	54.6
	55.5
	55.5

	Irlanda
	33.3
	32.4
	33.5
	33.8
	33.8

	Italia
	105.8
	  106.7
	  106.4
	  106.1
	  106.1

	Luxemburgo
	  5.3
	  5.7
	   4.9
	      4.7
	 4.1

	Portugal
	56.5
	58.1
	57.7
	58.8
	60.2

	Reino Unido
	34.8
	38.5
	39.6
	40.5
	41.0

	Suecia
	52.7
	52.7
	51.7
	51.4
	50.0

	Zona euro
	61.2
	61.4
	62.5
	62.1
	61.5

	UE-15
	57.7
	58.2
	58.9
	58.5
	57.8


(1) Estimaciones

(2) Previsiones

Fuente: Comisión Europea y elaboración propia.
Cuadro 4
Déficit/superávit (% PIB)
	Países
	2001
	2002
	2003(1)
	2004(2)
	2005(2)

	Alemania
	-3.3
	-3.4
	-3.5
	-3.3
	-3.0

	Austria
	0.1
	-0.2
	-0.7
	-0.3
	-0.1

	Bélgica
	-0.4
	0.0
	0.8
	0.1
	-0.2

	Dinamarca
	2.0
	

1.1
	1.0
	1.4
	1.9

	España
	-0.9
	-0.2
	0.1
	0.3
	0.3

	Finlandia
	4.2
	3.8
	2.8
	2.1
	2.0

	Francia
	-2.5
	-3.7
	-3.9
	-3.3
	-3.2

	Grecia
	-2.2
	-1.5
	-2.2
	-3.1
	-3.2

	Holanda
	-1.7
	-2.1
	-1.3
	-0.7
	-0.6

	Irlanda
	-0.7
	-1.9
	-1.0
	-0.6
	-0.2

	Italia
	-3.2
	-2.3
	-2.1
	-2.3
	-3.2

	Luxemburgo
	-
	2.6
	1.1
	0.9
	1.0

	Portugal
	-4.9
	-2.7
	-2.0
	-2.1
	-2.6

	Reino Unido
	0.4
	-1.4
	-2.4
	-2.3
	-2.1

	Suecia
	3.5
	0.8
	0.4
	0.9
	1.5

	Zona euro
	-2.3
	-2.4
	-2.3
	-2.2
	-2.2

	UE-15
	-1.6
	-2.1
	-2.2
	-2.0
	-2.0


(3) Estimaciones

(4) Previsiones

Fuente: Comisión Europea y elaboración propia.
     Una revisión de las cifras presentadas en la tabla 4 confirma los elevados porcentajes de déficit público que registraron en 2002 y 2003 algunos de los Estados que accedieron  a la tercera fase de la Unión Económica y Monetaria y firmantes del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. Portugal sufrió la apertura del procedimiento por déficit excesivo una vez comprobado que su déficit en 2001 superó el 4% PIB y no el 2,2 % revisadas las cifras inicialmente aportadas a la Comisión. Alemania fue sometida a un procedimiento por déficit excesivo el 21 de enero de 2003 por registrar en 2002 un déficit cercano al 3,75 % PIB. Francia, por su parte, recibió la alerta para evitar que los desajustes presupuestarias superasen el consabido límite del 3% PIB en 2003. El ejercicio 2003 se cerró con unos datos especialmente en los casos de Alemania y Francia con déficits en torno al 3,5% y 3,9 %, respectivamente, rebasando sobradamente los límites marcados por la normativa comunitaria de estabilidad presupuestaria. 

     El origen de la problemática actual podría situarse precisamente en aquellos primeros incumplimientos del PEC. Un primer giro en la política de consolidación presupuestaria marcada desde la Comisión se concretó en septiembre de 2002, cuando el pleno de comisarios reunido en Estrasburgo aprobó un documento interno bajo el título: “Desafíos presupuestarios en la zona Euro”. Bruselas propone que se tengan en cuenta los efectos cíclicos para concretar de manera más efectivas las metas fiscales, lo equivale a decir que ante un empeoramiento de las condiciones de crecimiento, los socios que no tengan en orden sus Cuentas Públicas tendrán que aprovechar las épocas de coyuntura favorable para restituir el equilibrio con la mayor celeridad posible, impidiendo así el incumplimiento de compromisos. Además, este retraso debe venir acompañado por la exigencia de presentar cada año una reducción de su déficit de al menos un 0,5 % del PIB. Ello supone, en la práctica, admitir que Alemania, Francia, Italia y Portugal no tendrán que alcanzar el equilibrio presupuestario en el año 2004, sino que bastará que cada ejercicio ajusten el déficit un 0,5% del PIB, conforme a lo fijado en su respectivo programa de estabilidad.

     El informe también aclara que el compromiso de recortes graduales de 0,5 puntos del déficit no se refiere a términos nominales, sino a cálculos cíclicamente ajustados, con lo que se da cabida por primera vez a la consideración del potencial de crecimiento; es más, el 0,5 % del PIB es un umbral mínimo que en función del déficit y la deuda de cada socio podría verse aumentado.

     El objetivo es, pues, que los países que aún mantienen déficit reanuden el saneamiento presupuestario para aproximarse al equilibrio o al superávit a medida que la recuperación económica vaya cobrando ritmo y preservar así la credibilidad jurídica (con la activación en un primer momento para Alemania y Portugal del mecanismo de alerta rápida una vez habían incumplido los objetivos establecidos para 2001), pero también política del Pacto, ahora que Estados promotores de sus términos actuales y que previsiblemente se verán afectados por la apertura del procedimiento de déficit excesivo como Francia o que ya se encuentran en esa situación como Alemania, abogan por una redefinición progresiva del mismo, instando a considerar criterios económicos más amplios que el del déficit (paro, inflación) para evaluar el comportamiento de las doce economías que forman parte de la UEM. La propuesta de Italia, como ejemplo bien representativo, se encamina a excluir temporalmente del cálculo del déficit público determinadas partidas con el objetivo de poner más énfasis en el crecimiento económico. Lo cierto es que  las fechas para alcanzar el equilibrio presupuestario son compromisos contraídos fuera del Pacto, aunque se flexibilicen los métodos para lograr el déficit cero. Lo que la Comisión no cambia y deja intacto en la letra del Pacto es que un déficit superior al 3% del PIB no es aceptable en el Europresupuesto, imponiéndose en todo caso sanciones cuando se sobrepase tal límite.

     Avanzando en este proceso cronológico, una vez corregidas las desviaciones respecto de las previsiones de crecimiento y precios para 2003 y 2004, se advierte que dos de los pilares de la U.E.M, Alemania y Francia tradicionalmente adeptos a la ortodoxia financiera, están mostrando síntomas de debilidad constatando una mayor desaceleración económica acompañada, según las últimas estimaciones de la Comisión Europea, con fuertes déficit en las cuentas públicas. La ralentización producida en las tasas de crecimiento no ha permitido, sin embargo, rebajar la inflación, mientras que por el contrario está haciendo repuntar el déficit público y la tasa de desempleo. 
      Entre los argumentos que vendrían a justificar este escenario hallaríamos los siguientes:

· Tanto Francia como Alemania han pasado por procesos electorales a lo largo de 2002, tradicionalmente acompañados de promesas de rebajas fiscales.

· Ambos tienen pendientes la realización de reformas importantes en su mercado de trabajo, pospuestas por los referidos procesos electorales.

· Presentan tasas de crecimiento inferiores a la media de la Eurozona.

· No han acometido reformas en los procesos presupuestarios internos, dado que la situación de partida les favorecía en 1997.

     Un factor adicional que permite anticipar el comportamiento de estas economías es el crecimiento de la producción. Las previsiones de cierre de 2003 y las estimaciones de que se dispone para 2004 no son demasiado alentadoras. Alemania cerrará 2003 con un crecimiento nulo y Francia con apenas un 0,5%, mientras que Holanda tendrá un crecimiento negativo de -0,5%, todo ello en un entorno del área euro que apenas crecerá un 0,5% frente al 2,6% de los EE.UU. y al 2% de Japón. Para 2004, la previsión del FMI apunta a una ligera recuperación asentada en las economías que tradicionalmente crecen por encima de la media (Grecia, Irlanda y España) y una notable mejora de las economías alemana y francesa. Aun así, la zona euro crecería tan solo al 1,9%, dos puntos menos que EE.UU. mientras que apenas habría diferencias en la evolución de los precios.

     Nuevamente, por tanto, el incumplimiento del criterio principal del déficit público prescrito por el Pacto de Estabilidad y Crecimiento está centrando el debate político actual en el seno de la Unión Europea. Las tasas superiores al 3% al cierre del ejercicio 2003 deberían  haber supuesto ipso facto la apertura de los oportunos procedimientos sancionadores contra Francia y Alemania, toda vez que han comunicado a la Comisión el incumplimiento de los objetivos del PEC para éste y próximos ejercicios presupuestarios.
     La fuerte posición que representan en las Instituciones comunitarias está motivando que la Comisión Europea debata en estos momentos la posibilidad de modificar las prescripciones contenidas en un Pacto, del que fueron principales inspiradores ante las dudas que generaban las Economías del Sur de Europa, tradicionalmente indisciplinadas en la ejecución de sus presupuestos. En realidad, una flexibilización en los plazos para la consecución de la estabilidad presupuestaria, interpretada como déficit cero, o una falta de aplicación de las sanciones económicas, vendría a representar el fracaso más absoluto de la normativa y la necesidad de crear un nuevo texto que vincule a todos los Estados en sus compromisos adquiridos frente a la Unión Europea. 
     Primeras propuestas indican que el déficit público podrá sobrepasar temporalmente el consabido límite del 3% cuando esta circunstancia se debe a una reforma estructural de importancia, siempre y cuando el porcentaje de deuda pública viva se mantenga por debajo del 60%, con los problemas que ello supondría, por ejemplo para Italia, Grecia o Bélgica. Del mismo modo, se prevé que los costes financieros que conlleva la realización de grandes proyectos de inversión promovidos conjuntamente por Estado y empresas privadas no se incluyan en el cómputo del déficit público.

     Aquellos países que se hallan en la actualidad en la senda de la consolidación presupuestaria, con unas finanzas públicas saneadas tras períodos caracterizados por fuertes déficits públicos y elevados porcentajes de deuda pública no amortizada, consideran inviable la propuesta de Alemania o Francia en el sentido de flexibilizar el Pacto de Estabilidad Presupuestaria. Lo cierto es que una reforma se antoja inevitable, minada como se halla la credibilidad del instrumento que habría de garantizar la disciplina y consolidación fiscal en la Unión Europea.
III. El caso de España.
     Hacer referencia al objetivo de estabilidad presupuestaria para las finanzas públicas en España requiere tomar como punto de partida el de sobra conocido, por ampliamente, estudiado, proceso de descentralización fiscal y administrativa acaecido a raíz de la aprobación de la Constitución Española de 1978. 
     El Título VIII CE configura, en efecto, un nuevo modelo de organización territorial del Estado en base al reconocimiento y garantía de los diversos territorios con características históricas, culturales o políticas comunes a constituírse en Autonomía. Este marco genérico previsto por el artículo 2 CE motivó la aprobación de los respectivos Estatutos de Autonomía y un ingente traspaso de competencias de gasto hacia los nuevos entes territoriales en un proceso relativamente reducido de tiempo. Sien embargo, y acaso éste puede constituir uno de los principales defectos del sistema de financiación articulado para las Comunidades Autónomas, el proceso de descentralización del gasto público no se ha visto acompañado de una descentralización correlativa del ingreso público, esto es, las Comunidades Autónomas ven limitada su autonomía para configurar una estructura adecuada de ingresos públicos dada la rigidez y reducida capacidad normativa que poseen sobre los recursos atribuidos por la propia Carta Magna y su desarrollo legislativo en el ámbito financiero: la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas. 
      En definitiva, pues, el escenario que se plantea presenta la co-existencia de tres niveles de gobierno con un volumen importante de competencias y una tendencia generalizada tras los últimos acuerdos de financiación (27 de julio de 2001) consistente en responsabilizar a las Comunidades Autónomas en la obtención de recursos. 

     En este marco, el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria asumido por el Gobierno español tras la firma del Pacto de Estabilidad y Crecimiento en junio de 1997 en Ámsterdam obligará, pues, al conjunto de Administraciones Públicas, requiriéndose la actuación coordinada de todos los niveles territoriales. La dificultad para alcanzar acuerdos consensuados en el ámbito financiero y más particularmente en la implementación de una política de disciplina presupuestaria, impulsó al ejecutivo del Partido Popular a la presentación de medidas legislativas de obligado cumplimiento para el conjunto de los niveles de gobierno. En concreto, el 2 de febrero de 2001, se presentaron para su discusión en el Parlamento el proyecto de Ley General de Estabilidad Presupuestaria y su Orgánica Complementaria, aprobadas definitivamente el 12 de diciembre como leyes 18/2001 y Orgánica 5/2001, en lo que se ha interpretado como traslación al ámbito interno del Pacto de Estabilidad y Crecimiento Europeo. 

     Los principios que deben inspirar las actuaciones presupuestarias del Sector Público en España son los siguientes:
Cuadro 5

  Principios de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria

	PRINCIPIO
	CONTENIDO

	ESTABILIDAD
	Es una situación de equilibrio o superávit presupuestario  referida a la capacidad de financiación según el SEC-95

	PLURIANUALIDAD
	Los presupuestos deberán elaborarse en un marco plurianual (tres años) respetándose la anualidad de su aprobación y ejecución, compatible con el plazo establecido por el Programa de Estabilidad (cuatro años)

	TRANSPARENCIA
	Los presupuestos elaborados de conformidad a lo dispuesto en la LGEP deberán permitir un conocimiento exhaustivo de los ingresos y gastos públicos y el cumplimiento de los objetivos propuestos.

	EFICIENCIA
	La asignación y gestión de los recursos públicos debe perseguir los objetivos de calidad, eficiencia y eficacia.


Fuente: Documentación del Ministerio de Hacienda y B.O.E. Elaboración propia.

· El principio de estabilidad presupuestaria se contempla en el artículo tercero LGEP:

1. La elaboración, aprobación y ejecución de los presupuestos de los distintos agentes del Sector Público deberá llevarse a cabo dentro de un marco de estabilidad presupuestaria, conforme el Pacto de Estabilidad y Crecimiento de 1997.

2. La estabilidad presupuestaria se define como la situación de equilibrio o superávit, computada en términos de capacidad de financiación, de acuerdo con la definición del Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales, y en las condiciones establecidas para cada una de las Administraciones Públicas. Formulado en estos términos, el principio de estabilidad presupuestaria presenta una mayor rigidez que la requerida por la normativa europea, que exige para los Estados firmantes un porcentaje de déficit público inferior al 3% PIB:
Cuadro 6
Estrategia diferencial de la Ley de Estabilidad Presupuestaria

respecto del Pacto de Estabilidad y Crecimiento


  ENFOQUE PEC




ENFOQUE LGEP          

Tendencia a déficit cero (máx 3%)


Déficit cero obligatorio o 








Superávit.

Contiene reglas cuantitativas 


Hasta ahora, sólo reglas

y no cuantitativas




cuantitativas.

Se prevé un período de ajuste hasta


No se prevé período de 

alcanzar el déficit cero



ajuste

Se prevé excepción por ciclo



No se prevé excepción por 








ciclo económico negativo.

· El principio de plurianualidad implica que la elaboración de los presupuestos del sector público se desarrollará en un escenario plurianual compatible con el principio de anualidad por el cual se rige la aprobación y ejecución presupuestaria.

· El principio de transparencia viene a significar que los documentos presupuestarios y las liquidaciones de los mismos deberán incluir una información suficiente y adecuada, de indudable trascendencia, por tanto para verificar el cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria. 

· El principio de eficiencia presupone la orientación de las políticas de gastos públicos hacia la eficacia, la eficiencia y la calidad, teniendo en cuenta la situación económica y el  objetivo estabilidad presupuestaria.

      El primer elemento de la normativa que nos parece significativo mencionar es el de su ámbito de aplicación, vinculante para el conjunto de agentes que integran el Sector Público en España (art. 2 Ley 18/2001), evitándose así, que el incumplimiento del objetivo presupuestario por cualquiera de los niveles de gobierno pudiera poner en peligro el cumplimiento a nivel nacional del equilibrio presupuestario: 

· Administración General del Estado, los Organismos Autónomos y los demás entes públicos dependientes de aquella.

· Las Entidades que integran el Sistema de la Seguridad Social.

· La Administración de las Comunidades Autónomas, incluidas las Comunidades Forales: País Vasco y Navarra, así como los entes y organismos públicos dependientes de aquélla. 
· Las Entidades Locales, los Organismos Autónomos y los entes públicos dependientes de aquélla.

· El resto de las entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y demás entes de Derecho Público dependientes de la Administración del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales.

    El segundo aspecto hacer referencia al principio constitucionalmente consagrado de autonomía financiera, que legitima a las Comunidades Autónomas para decidir el volumen y estructura de sus ingresos públicos. En este sentido, la LGEP y su Orgánica Complementaria modifican el marco legal preexistente caracterizado por la exigencia de autorización previa únicamente para determinadas modalidades de endeudamiento 
 o la práctica ausencia de cualquier mecanismo de control, de tal modo que el Gobierno Central deberá autorizar “a priori” todas las operaciones de crédito y las emisiones de deuda pública, en aras de garantizar el sostenimiento del equilibrio o superávit presupuestario.
Cuadro 7
Deuda Pública de las Comunidades Autónomas

	 
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Total AAPP
	63,9
	68,2
	66,6
	64,5
	63,1
	60,4
	56,9
	54,0
	52,8

	Adm. Central 
	53,3
	57,1
	55,7
	53,9
	52,9
	50,8
	47,3
	44,7
	43,4

	CCAA
	5,9
	6,4
	6,7
	6,6
	6,4
	6,3
	6,3
	6,0
	6,0

	CCLL
	4,1
	4,4
	3,7
	3,6
	3,4
	3,1
	3,2
	3,2
	3,2


	 
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003*

	Total % PIB
	5,9
	6,4
	6,7
	6,6
	6,4
	6,3
	6,4
	6,0
	5,9

	ANDALUCIA
	7,7
	8,7
	9,3
	8,9
	8,3
	8,4
	8,1
	7,5
	7,6

	ARAGON
	4,6
	4,8
	5,4
	5,3
	5,1
	4,9
	4,6
	5,0
	4,5

	ASTURIAS
	3,9
	3,9
	4,1
	4,3
	4,3
	4,4
	4,4
	5,3
	5,1

	BALEARES
	2,7
	2,5
	2,8
	2,9
	2,7
	2,5
	2,4
	2,7
	3,6

	CANARIAS
	4,4
	5,7
	4,6
	4,4
	3,6
	3,5
	3,5
	3,0
	2,6

	CANTABRIA
	4,1
	2,7
	2,8
	2,6
	3,0
	2,9
	3,1
	3,0
	3,1

	C-MANCHA
	2,7
	2,9
	2,9
	3,1
	2,9
	2,8
	2,7
	3,3
	4,2

	C-LEON
	3,0
	3,2
	3,5
	3,5
	3,3
	3,1
	3,4
	3,4
	3,0

	CATALUÑA
	8,0
	8,6
	9,3
	9,1
	8,9
	8,3
	8,0
	7,5
	7,3

	EXTREMADURA
	6,2
	6,5
	6,2
	6,2
	6,3
	5,8
	6,3
	6,6
	6,1

	GALICIA
	8,5
	9,0
	9,1
	9,3
	9,6
	9,3
	8,9
	8,5
	8,2

	LA RIOJA
	4,0
	3,4
	3,1
	3,1
	3,2
	3,1
	3,3
	2,8
	2,6

	MADRID
	3,8
	4,3
	4,5
	4,6
	4,6
	4,5
	6,3
	5,0
	4,8

	MURCIA
	5,4
	5,2
	4,8
	4,6
	4,5
	4,2
	4,4
	4,1
	4,1

	NAVARRA
	10,6
	9,8
	8,8
	7,6
	7,0
	6,2
	5,8
	5,5
	5,2

	P VASCO
	6,6
	7,0
	7,2
	6,3
	5,4
	4,5
	3,1
	2,2
	2,1

	VALENCIA
	6,4
	7,2
	7,6
	8,1
	8,9
	9,9
	10,2
	10,1
	10,3


*Datos referidos a III trimestre de 2003

     Quedan por comprobar los efectos distorsionantes generados por las Leyes sobre la financiación de la inversión pública, partida más vulnerable en períodos de ajuste 
 y cómo afrontarán el conjunto de Autonomías la culminación del proceso de homologación competencial, transferidas la Educación no universitaria y más recientemente la Sanidad a las regiones del artículo 143 CE. 

     Por el contrario, en lo que se interpreta como un respeto hacia la autonomía financiera contemplada en el artículo 156.1 CE,  la Ley Orgánica Complementaria, a diferencia de la previsión para el Sector Público Estatal, no prevé afectación alguna del superávit que pudieran llegar a generar las Comunidades Autónomas, del mismo modo que no se les impone un límite máximo de gasto. 

     El Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), tercero de los aspectos al que pretendíamos hacer referencia, debe estar llamado a desempeñar un papel clave en la relación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, coordinando las políticas presupuestarias siempre en consonancia con el principio de Estabilidad Presupuestaria y coadyuvando al objetivo del equilibrio presupuestario en todas las CCAA. 

     En este sentido, parece un avance sustantivo en su función la remisión al CPFF de los planes económico-financieros que habrán de elaborar las Comunidades Autónomas que no hayan aprobado sus presupuestos en situación de equilibrio y la valoración de las medidas de corrección adoptadas. Del mismo modo, se requiere del Consejo informe previo a que el Gobierno envíe al Parlamento su objetivo general de estabilidad para el conjunto de Comunidades Autónomas y la determinación del objetivo particular de estabilidad presupuestaria para cada una de ellas. 
 En realidad, por tanto, el procedimiento presupuestario sufre diversas modificaciones para adaptarse al cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestario:
Cuadro 8
Procedimiento presupuestario 

tras la Ley General de Estabilidad Presupuestaria

	Período temporal
	Tarea
	Institución competente

	
	Informe relativo al ámbito financiero de las CCAA
	Consejo de Política Fiscal y Financiera

	Primer

Cuatrimestre

Del

Año
	Objetivos de estabilidad para los tres años

siguientes
	Gobierno 

Del

Estado

	
	Aprobación de los objetivos anteriores de acuerdo al Programa de Estabilidad
	Cortes

Generales del

Estado

	Plazos de la LGP
	Elaboración del Proyecto de 

PGE
	Gobierno del

Estado

	Antes del 1 de

Septiembre del

Año en curso
	Informe sobre el grado de cumplimiento de los objetivos
	Intervención 

General del

Estado


    A pesar de los cambios operados, la práctica generalidad de la doctrina sostiene que el Consejo de Política Fiscal y Financiera sigue sin disponer de un verdadero “poder decisorio” sobre los aspectos fiscales y financieros de las CCAA, a pesar del vocablo “requerirá”, dado que no se prevé expresamente el carácter vinculante de sus dictámenes. La conclusión que se puede alcanzar, por tanto, no es otra que el incumplimiento prácticamente en su totalidad de la filosofía del principio de coordinación, que la doctrina del Federalismo Fiscal considera debe existir en un país descentralizado en el ámbito financiero y tributario.
IV. Consideraciones finales.
     Para finalizar el estudio y a modo de conclusiones finales, aportamos las siguientes reflexiones:

     1º. El marcado carácter pro-europeo que ha definido las directrices políticas y económicas del Estado español desde nuestra incorporación en 1986 a la Comunidad Europea se manifiesta una vez más en una mayor aceptación en España del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, en términos generales, que en cualquier otro país, tanto por la clase política como por responsables económicos, analistas y técnicos. Asimismo, España ha sido el primer Estado de la Unión Europea a trasladar a su ordenamiento interno el compromiso adquirido de consolidación presupuestaria adquirido a nivel europeo.
     2º. La Ley General de Estabilidad Presupuestaria presenta alguna inconsistencia teórica, anteponiendo el objetivo del déficit cero a la corrección de déficits en algunas partidas de gasto, al tiempo que se reduce progresivamente la participación del Sector Público en la provisión de bienes y servicios públicos fundamentales a los ciudadanos.

     Desde el punto de vista técnico, se antoja equivocado fijar el objetivo de estabilidad presupuestaria en el déficit público cero o más aún en el superávit en consonancia con las estrictas Orientaciones Generales de Política Económica aprobadas en Santa María da Feira. Hay quienes aprecian en esta actitud un cierto fundamentalismo político, pues el avance en el proceso de consolidación fiscal se hace descansar esencialmente sobre el gasto público presente en previsión de costes adiciones derivados de algunos de los problemas estructurales que a medio y largo plazo sufrirá España: inversión de la pirámide poblacional y consiguiente incremento del gasto en pensiones, sanidad servicios sociales,  o reducción de los recursos percibidos de la Unión Europea en concepto de Fondos Estructurales. 

     La sostenibilidad de la disciplina requiere también que las opciones presupuestarias para los próximos años destinadas a afrontar los gastos relacionados con el envejecimiento de la población no excluyan la realización de gastos públicos esenciales, dotando a las generaciones futuras de unas existencias adecuadas de capital público en previsión de no tener que soportar una presión fiscal excesiva.

     3º Las Leyes presentan a su vez algunos aspectos políticos controvertidos, tales como su adopción unilateral y no consensuada, como consecuencia de lo cual se han interpuesto ante el Tribunal Constitucional diversos recursos de inconstitucionalidad contra ambas normas. El riesgo que se corre con el clima de incertidumbre y rechazo generado, en definitiva, es el de su incumplimiento por parte de los gobiernos autonómicos y locales que desde el comienzo del debate sobre la cuestión se mostraron disconformes con su aprobación, cuanto menos con la rigidez actual.
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� Recientemente, el propio Theo Waigel ha criticado con dureza los incumplimientos reiterados del PEC por parte de los dos países impulsores del mismo, Francia y Alemania, tachando tal deslealtad de “alianza sacrílega” para obtener un trato de favor. Theo Waigel fue ministro de finanzas de Helmut Kohl entre 1989 y 1998.


� En concreto, el último acuerdo de Financiación Autonómica con vigencia desde enero de 2002 plantea una descentralización tributaria más equilibrada y con mayores márgenes de autonomía fiscal, pues además de la ampliación de las competencias normativas respecto de los tributos cedidos y la potestad para establecer y exigir tributos propios, las Comunidades amplían el porcentaje de cesión respecto del IRPF hasta el 33% y asumen la recaudación territorializada, hasta el 35% del IVA y entre un 40 y un 100% sobre el conjunto de impuestos especiales, aunque la descentralización de esta cesta de impuestos sobre el consumo no alcanza a las competencias normativas.


� El preceptivo dictamen del Consejo de Estado sobre el anteproyecto de Ley de Estabilidad Presupuestaria previno al Gobierno de la Nación de la conveniencia de presentar dos proyectos, uno con carácter de ley orgánica, por cuanto determinados aspectos de la normativa tendrían incidencia directa sobre la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas. Vid. Artículo 157.3 CE.


� Como un notable acierto estima GONZÁLEZ-PÁRAMO, J.M. (2001): Costes y beneficios de la disciplina fiscal. La Ley de Estabilidad Presupuestaria en perspectiva. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid. Pág 78, el reconocimiento de la complementariedad entre estabilidad y transparencia, pues “…las reglas sobre déficit y gasto público solo pueden aspirar a promover estabilidad macroeconómica si son creíbles, esto es, si los agentes las incorporan a sus expectativas”.


� Exponen LASARTE Y ADAME como las haciendas territoriales “…pueden tener la tentación de gastar por encima de sus disponibilidades financieras reales porque, en última instancia, siempre podrán requerir soluciones de su insuficiencia financiera al Gobierno central, e incluso imputarle la responsabilidad última de esta insuficiencia dado el papel fundamental que juegan las transferencias estatales en la actual financiación autonómica y local”. LASARTE ÁLVAREZ, J. y ADAME MARTÍNEZ, F. (2001): “La política de limitación del gasto público en España. Consideraciones sobre las Leyes de Estabilidad Presupuestaria”. En Cuadernos de Derecho Público nº 14. Septiembre-Diciembre. Pág 25.


� La ley 8/1980, de 22 de septiembre, Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas exigía únicamente la autorización estatal para las operaciones de crédito que las Comunidades pretendiesen concertar en el extranjero y para la emisión de deuda o cualquier otra apelación al crédito público.


� La Ley 8/1980, de 22 de septiembre, Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas permite que las Comunidades Autónomas concierten operaciones  de crédito por plazo superior a un año siempre que se destinen exclusivamente  a la realización de gastos de inversión y que el importe total  de las anualidades de amortización, por capital e intereses, no exceda del 25 por 100 de los ingresos corrientes de la Comunidad Autónoma.


� A tales efectos, los artículos 9 y 10 de la Ley Orgánica Complementaria a la Ley General de Estabilidad Presupuestaria prevén la creación en el Ministerio de Hacienda de una central de información sobre las operaciones de crédito y emisiones de deuda pública concertadas por las Comunidades Autónomas.


� Cuando se genere superávit presupuestario, el saldo de la Administración General del Estado se destinará a la reducción del endeudamiento neto del mismo y el de la Seguridad Social se aplicará “prioritariamente” al Fondo de Reserva de la Seguridad Social con la finalidad de atender necesidades futuras del Sistema, con las reservas que suscita la interpretación de la expresión entrecomillada.


En el marco del Sector Público Estatal y partiendo del objetivo de Estabilidad Presupuestaria ya aprobado por las Cortes Generales, la Ley  prevé la fijación de un límite máximo anual del gasto coherente con los escenarios presupuestarios plurianuales previamente elaborados, en los que en todo caso se integrarán los compromisos de gasto contenidos en cada política presupuestaria.


� Art. 3.2. LOFCA: “El Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, como órgano de coordinación del Estado y las Comunidades Autónomas en materia fiscal y financiera, entenderá de las siguientes materias: b) la emisión de los informes y la adopción de los acuerdos previstos en la Ley Orgánica 5/2001, Complementaria de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria”.





PAGE  
20

